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			NOTA PRELIMINAR

			La elaboración de una obra docente universitaria no es, ni debe ser, tarea fácil. La discrecionalidad y libertad creadora que tiene el investigador, el ensayista, el novelista, no la tiene el autor de un material didáctico y docente, y menos aún un manual universitario dedicado al Derecho de la Función Pública. Primero debe pensar en su público lector, identificando sus principales destinatarios: los alumnos universitarios del Grado en Derecho y de otras Titulaciones de las llamadas Ciencias sociales en las que se imparte esta materia académica. Seguidamente, debe reflexionar sobre la planificación de la(s) asignatura(s) que podrían ser sus «aliadas», su temporalidad cuatrimestral, sus créditos docentes, su naturaleza obligatoria u optativa, su ubicación en un curso u otro de la Titulación, etc. Sólo así, el autor podrá diseñar un manual universitario apropiado, en el fondo y en la forma. Y básicamente así ha sido en este caso, por cuanto los autores se han inspirado en el estilo y la metodología didáctica utilizada por los profesores Eduardo Gamero Casado y Severiano Fernández Ramos en su magnífico y reconocido Manual básico de Derecho Administrativo (Tecnos).

			Todo ello, parece ser, porque la nueva y reciente planificación de los estudios universitarios, inspirada en el llamado «Plan Bolonia» o Espacio Europeo de Educación Superior (EEES), la formación previa de los estudiantes del siglo XXI, así como sus específicas competencias y habilidades cognitivas y aptitudinales, debe repercutir, no sólo en la impartición de las clases y en la posterior evaluación del alumnado, sino también en algo previo: la elaboración misma de cualquier material docente que pretenda ser útil.

			Los autores, jóvenes profesores universitarios con experiencia docente en la materia, han sido conscientes del reto, del fin de la obra y, por tanto, del camino a seguir. El Manual universitario es sólo eso, un manual y nada más, pero nada menos. Es un instrumento importante para el aprendizaje del alumno, y es también una herramienta útil para la labor docente y evaluadora del profesor. Así lo piensan los autores. Primero porque el contenido está proporcionado; dividido en diez capítulos o lecciones, clasificados e incluidos en su específico bloque temático; tiene una extensión moderada, suficiente y no insuficiente para aprender, incluso, algo más de lo básico que se pretende garantizar con el Manual. Segundo, porque la síntesis del contenido que se ha realizado en los capítulos facilita la enseñanza-aprendizaje de la materia, de lo esencial y de un cierto «mínimo común denominador» que debe ofrecerse al alumnado de las asignaturas universitarias.

			Y en tercer lugar, porque el Manual incorpora elementos e instrumentos auxiliares o complementarios de esa debida enseñanza-aprendizaje impuesta por la nueva academia universitaria. Así, por una parte, con un carácter esencialmente auxiliar, cada capítulo comienza con un sumario o índice de los apartados y subapartados, así como de las ideas básicas del tema, de recomendable lectura al objeto de formarse ya una idea inicial y esencial del contenido de la lección. También se ofrecen suficientes esquemas y gráficos de las cuestiones o partes más necesitadas de una cierta comprensión y visualización ordenada. Y al final de cada capítulo se han incluido dos elementos docentes interesantes: un sucinto caso práctico y un breve cuestionario de (auto)evaluación, con el fin principal de consolidar los conocimientos adquiridos de la lección. Por otra parte, y sobre todo con un carácter marcadamente complementario, cada capítulo contiene referencias —o, en su caso, síntesis del texto— de algunas sentencias ilustrativas en relevantes cuestiones resueltas por nuestros Tribunales de Justicia. También al final del mismo, como «lectura» reflexiva y comprensiva, se ha adicionado un extracto de un texto relacionado con la materia tratada (de naturaleza doctrinal, jurisprudencial o, incluso, no académica) que vendría a completar o complementar la formación básica impartida y obtenida por el alumnado (a través del desarrollo y discusión de las cuestiones accesorias). Por último, la inclusión de una selecta bibliografía —posterior y relativa a la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP)— al final de cada capítulo responde, no sólo al justo reconocimiento y acreditación de los autores (algunos de ellos citados en la lección) de las publicaciones y obras utilizadas en la elaboración del capítulo, sino también a la finalidad de facilitar al alumno material docente y de investigación apropiado para profundizar en la lección y adentrarse en la adquisición de conocimientos propios del alumnado de máster o posgrado, académico o profesional.

			Una vez cumplido el primer ciclo de los estudios de Grado (las primeras promociones en algunas Universidades han terminado precisamente este pasado Curso 2012-2013), parece conveniente reflexionar sobre —e intentar corregir— algunas de las disfunciones o problemas que se han ido planteando en la práctica diaria docente. Este Manual pretende, precisamente, abordar una materia nuclear de nuestro Derecho Administrativo, el Derecho del empleo público, con una Ley básica de muy pocos años, pero huérfana de desarrollo, y que algunas autorizadas voces aconsejan ya modificar, desde la necesidad de responder a esas exigencias «europeas» de concentración de conocimientos, versatilidad de enfoques para la aproximación al tema y, sobre todo, proporcionalidad en relación a la duración, contenidos y sistemas de evaluación de las nuevas asignaturas de grado.

			Con estos mimbres, los autores han elaborado este Manual básico de Derecho del Empleo Público, una obra conjunta y solidariamente realizada, asumida toda ella por los tres, aun cuando la asignación y realización de los capítulos 1 a 3 haya correspondido a Lorenzo Mellado, los capítulos 4 a 6 a María Luisa Roca y los últimos a Humberto Gosálbez. En suma, se ofrece al lector una obra docente, universitaria en el corazón y en la razón, pero también es una obra profesional, útil para los opositores a ingresar en la Función Pública española, conveniente para los actuales empleados públicos y satisfactoria para los jóvenes juristas que se estén iniciado en el conocimiento y la práctica de nuestro complicado ordenamiento jurídico de empleo público.

			Y «toca» la despedida. La concepción y gestación de la obra queda ya lejana, no así el parto y el nacimiento de la criatura. Los autores, como padres que son, confían en que cumpla su primer año de vida con salud y dicha, y que, sea cual fuere su destino final, el lector recuerde que «un libro abierto es un cerebro que habla, cerrado, un amigo que espera, olvidado, un alma que perdona y destruido, un corazón que llora».

			Almería-Córdoba, solsticio de verano de 2013

		

	
		
			ABREVIATURAS

			CE — Constitución Española, de 27 de diciembre de 1978.

			CP — Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

			EBEP — Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público.

			LFCE — Decreto 315/1964, de 7 de febrero, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado.

			LISOS — Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social.

			LJCA — Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

			LMRFP — Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública.

			LODA  — Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, del derecho de asociación.

			LOFAGE — Ley 50/1997, de 27 de noviembre, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.
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			LOPJ — Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

			LRBRL — Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

			LRJPAC — Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

			OEP  — Oferta de Empleo Público

			p. e. — Por ejemplo.

			RDD — Real Decreto 33/1986, de 10 de enero, por el que se aprueba el Reglamento del Régimen Disciplinario de los Funcionarios de la Administración del Estado.

			rec. — Recurso.

			RGIP — Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento General de Ingreso del Personal al Servicio de la Administración General del Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional de los Funcionarios Civiles de la Administración General del Estado.

			RPT — Relación de Puestos de Trabajo.

			RSA — Real Decreto 365/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Situaciones Administrativas de los Funcionarios Civiles de la Administración General del Estado.

			STC — Sentencia del Tribunal Constitucional.

			STS — Sentencia del Tribunal Supremo.

			STSJ — Sentencia del Tribunal Superior de Justicia.

			TC — Tribunal Constitucional.

			TRRL — Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Disposiciones Legales vigentes en materia de Régimen Local.

			TS — Tribunal Supremo.

			TCEE — Tratado de la Comunidad Económica Europea.

			TFUE — Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

			TRLET — Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.
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			CAPÍTULO 1

			EL SISTEMA DE EMPLEO PÚBLICO EN ESPAÑA: EVOLUCIÓN, CONCEPTO Y CARACTERES

			SUMARIO.—1. Evolución del grupo normativo sobre empleo público en España. 1.1. Planteamiento de partida: el oscilante proceso de conformación del modelo español de empleo público. 1.2. Estado constitucional y empleo público; 1.2.1. La recepción del modelo cerrado o de carrera. 1.2.2. Consolidación del modelo de «corporativismo del servicio». 1.2.3. La «apertura» y «dualización» del sistema de función pública. 1.3. La función pública tras la Constitución de 1978. 1.3.1. Presupuestos constitucionales. 1.3.2. Primer intento «provisional» de ordenación constitucional del empleo público: La Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la función pública (LMRFP). 1.3.3. Último estadio: El Estatuto Básico del Empleado Público.—2. Precisiones conceptuales sobre el objeto de estudio. 2.1. Dimensión subjetiva: las nociones de empleado público y funcionario público. 2.1.1. Distinción. 2.1.2. El concepto de empleado público en el EBEP. 2.1.3. La interpretación restrictiva comunitaria del concepto de funciones públicas o de autoridad. 2.1.4. La diferente inspiración de los arts. 9.2 y 57.1 EBEP. 2.2. Dimensión objetiva: función pública vs. empleo público. 2.3. Distinción de conceptos y figuras afines.—3. Modelo español de empleo público y presupuestos estructurales de su ordenación básica. 3.1. Los principios generales de la relación de empleo público. 3.2. Ámbito subjetivo de aplicación del EBEP. 3.3. Entrada en vigor del EBEP y esquema transitorio. 3.4. Final: empleo público y crisis económica.—Fuentes bibliográficas utilizadas y material de apoyo.—Actividades complementarias.
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							— Evolución histórica del empleo público en España.

							— Definición del modelo español de empleo público.

							— Concepto de empleo público.

							— Las nociones de funcionario y empleado público.

							— Presupuestos constitucionales y legales.

							— Principios generales de ordenación.

							— Ámbito de aplicación y entrada en vigor del EBEP.
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			1. EVOLUCIÓN DEL GRUPO NORMATIVO SOBRE EMPLEO PÚBLICO EN ESPAÑA

			1.1. PLANTEAMIENTO DE PARTIDA: EL OSCILANTE PROCESO DE CONFORMACIÓN DEL MODELO ESPAÑOL DE EMPLEO PÚBLICO


			Quizás no sea exagerado afirmar que la historia de la función pública en nuestro país es la historia de su constante reforma, desde los primeros intentos de «vertebración general» de la primera mitad del siglo XIX, en pleno proceso de consolidación del Estado moderno. Más grave aún: una singular historia de constantes reformas siempre fracasadas. La permanente oscilación política y jurídica en la conformación progresiva de este grupo normativo, con demandas y apariciones cíclicas —y sus fracasos correspondientes— de los sucesivos «Estatutos» funcionariales, y la propia idiosincrasia española (plagada de prejuicios históricos, inestabilidad política y social, falta secular de compromiso burocrático y conciencia de cuerpo, etc.) llevan a cuestionar, aún en la actualidad, sobre la existencia de un verdadero «sistema jurídico español» de empleo público. Al menos hasta el período constitucional actual, la ordenación de la función pública en nuestro país ha estado caracterizada por la sucesión de intentos normativos reformadores y su choque frontal con una cruda realidad de inaplicación, resistencia política al cambio, perversas inercias históricas, desconexión entre el legislador y el aplicador de la norma, y, en fin, toda una serie de vicios y corruptelas que, lamentablemente, aún resuenan, no sólo como memoria histórica, sino como prejuicios casi «innatos» al servicio público (favoritismos políticos, revanchismo, control ideológico de los empleados públicos, etc.). Cuando se cumple el bicentenario de la revolución liberal de 1812, que inaugura en España el régimen constitucional y que viene a suprimir el sistema de «enajenación de oficios públicos», muchos de los problemas y disfunciones de la época parecen pervivir hoy en día, con otra dimensión, pero con la misma o parecida gravedad. Como se ha dicho, la decadencia de nuestro país a lo largo de todo el siglo XIX impidió la creación de una burocracia articulada y eficiente, lastrada de vicios (como el prebendalismo, el parasitismo, el favoritismo o el corporativismo), muchas de cuyas secuelas siguen entorpeciendo los esfuerzos legislativos y gubernamentales de modernización y racionalización del «factor humano de la organización pública» (SÁNCHEZ MORÓN), y de materialización del necesario principio de «buena Administración».

			Hoy hay además otros problemas, como el adecuado encaje del sistema de empleo público con nuestra realidad de Estado plural, o la integración efectiva de las exigencias comunitarias de libre circulación de trabajadores, o la huída del Derecho Administrativo de la contratación del personal o, en fin, la incidencia de la crisis económica en el acceso y permanencia de los ciudadanos en el empleo público. Pero es evidente que muchos de los «problemas históricos» de la función pública en España subyacen aún a la normativa vigente (nombramientos discrecionales, falta de flexibilidad del modelo de provisión de puestos, ineficacia de los sistemas de evaluación del desempeño o de la implantación de enfoques de calidad, dilución de la responsabilidad personal del funcionario, etc.).

			El «pensamiento burocrático» español (NIETO GARCÍA) ha sido, pues, una sucesión interminable de reformas y contrarreformas, unas ideológicas y otras jurídicas, fruto de la constante importación de ideas ajenas y quizás de la falta de implantación de un modelo propio, ajustado a nuestra realidad. Esta inestabilidad es fruto, además, del carácter tridimensional del fenómeno del empleo público. En él confluyen condicionantes socio-culturales, económicos y políticos, que lastran la necesaria perspectiva integral en su análisis (CARRASCO CANALS).

			En los próximos epígrafes se realiza un somero análisis de los principales hitos normativos del empleo público en nuestro país. Con dos advertencias de partida: la primera es obvia: la sucesión histórica analizada no responde a un proceso nítido, compartimentado y secuencial de las distintas fases de conformación de nuestro sistema de función pública; más bien, a la constante sedimentación de experiencias, reformas parciales y confluencia de condicionantes en su progresiva conformación. Como lúcidamente se ha dicho, y quizás con más razón en este tema, la realidad de hoy es fruto del ayer y condicionante del mañana (CARRASCO CANALS). Y la segunda: por encima de esta sucesión de normas, y de los problemas finiseculares para su aplicación y «respeto», lo cierto e innegable es que el personal al servicio de la Administración, como en cualquier organización, constituye seguramente el elemento decisivo y determinante en la efectividad, calidad y «trascendencia jurídica» de sus actuaciones, pero en el caso de los empleados públicos, más aún: porque su objetivo es, en última instancia, la satisfacción objetiva de los intereses generales.

			1.2. ESTADO CONSTITUCIONAL Y EMPLEO PÚBLICO


			1.2.1. La recepción del modelo cerrado o de carrera

			Las primeras normas generales sobre función pública en España del siglo XIX responden al modelo de carrera característico del sistema francés. Hasta ese momento, y aunque siempre que ha existido una mínima organización pública ha habido personal a su servicio, lo cierto es que es difícil separar, en términos generales, la Administración del gobernante, generalmente el Rey, desde el principio absolutista de «confusión de poderes». En concreto, la ordenación del empleo público durante el siglo XVIII responde aún —en línea con los principios inspiradores del Estado absoluto, que de hecho pervivirán en nuestro país bien entrado el siglo XIX— a la visión patrimonialista de los empleos como «bienes» y como «fuente de rentas», aunándose la naturaleza beneficial de los oficios públicos (enajenación de oficios), la perspectiva organicista y honorífica en la estructuración de los empleos públicos y la propia «integración vital» del personal —a través de relaciones de confianza— con la Administración de dependencia (ARROYO YANES). En definitiva, se entiende que es un derecho del Rey nombrar y separar a los servidores públicos. Tras los Reales Decretos de LÓPEZ BALLESTEROS de 7 de febrero de 1827 y 3 de abril de 1828 (que afectaban sólo a funcionarios de la Real Hacienda, pero que anticipaban ya los principios de organización funcionarial y carrera administrativa y categorización general de los funcionarios públicos junto a las exigencias de su previa formación) se aprueba el primer Estatuto de la función pública (moderna) en España, el Estatuto de Bravo Murillo (Real Decreto de 18 de junio de 1852). Este Estatuto es realmente un punto de inflexión en la ordenación histórica de nuestra función pública, aunque realmente vino a recoger experiencias y previsiones (bien que singulares) ya conocidas en años anteriores. Siguiendo el modelo militar, la Administración pasa a ordenarse, con vocación de generalidad —luego frustrada— mediante categorías administrativas («cuerpos»), regulándose por primera vez la carrera administrativa —aún desde una clara perspectiva de formación generalista— y avanzando principios constitucionales claves hoy en la articulación institucional del empleo público como «relación estatutaria»: principio de inamovilidad y profesionalización de todos los empleados públicos, reconocimiento de cuerpos especiales, acceso reglado y competitivo a la función pública (aunque con muchas excepciones), y, sobre todo, reconocimiento del sistema de mérito (exigencias de titulación y formación previas) como complementario al de antigüedad (e influencia política) a los efectos de la provisión de determinados puestos y de la ulterior promoción de los funcionarios (GARCÍA PASCUAL). Para su época, se trató de una norma completa y avanzada, anticipando principios de posterior germinación como los de tecnificación y profesionalización de la función pública. Bien es verdad que no consagraba, de forma general, una auténtica inamovilidad y estabilidad de los funcionarios, pero sí pretendió reducir la arbitrariedad ministerial en los nombramientos (y ceses) a través de la predeterminación normativa de una serie de requisitos y condiciones de idoneidad y capacidad a reunir por los candidatos (ARROYO YANES).

			Quizás el mayor problema de esta primera fase normativa en materia de empleo público fuera, en línea con su inmediata inspiración en el modelo cerrado continental, la centralización nuclear de la categoría profesional, como eje de estructuración de la ordenación de los empleos públicos. La función pública pivota sobre las categorías personales de los funcionarios, no sobre los puestos de trabajo desempeñados. Surgen, por tanto, importantes desajustes y disfunciones —que seguramente aún arrastramos— entre el personal y su organización, y las funciones reales atribuidas en cada caso.

			Las tensiones políticas y sociales de la época, y la propia ausencia de una «conciencia de servicio» de los cargos públicos (aún imbuidos de una casi secular «concepción patrimonialista») hicieron fracasar no obstante esta primera norma general sobre la función pública en nuestro país, desbordada por las constantes y patológicas prácticas de clientelismo, nepotismo, manipulación política y configuración precaria («cesantías») de los puestos públicos como «botín» del partido ganador. El acceso al empleo público era un «premio o recompensa», cuando se contaba con la confianza ministerial necesaria (dada la ausencia de una regulación general para todos los empleados públicos civiles), y por tanto sin las más mínimas exigencias de capacidad técnica o formación suficiente, y el abandono un «castigo o represalia», por su pérdida o simplemente por cambiar el Gobierno que había dictado las normas anteriores.

			Puede decirse que durante todo el siglo XIX, a pesar de los avances en la progresiva configuración de la función pública en nuestro país, pervivirá la concepción «simbiótica» de la función pública, como «nexo de confianza» entre el poder ejecutivo y sus empleados, laminando la vinculación y dependencia políticas de los mismos —y por tanto los constantes vaivenes gubernamentales— los sucesivos intentos normativos de profesionalización. De hecho, y paradójicamente, los propios gobiernos liberales de 1812 y 1821 mantuvieron y fortalecieron la libre potestad ministerial de libre nombramiento y separación de los empleados públicos, en tanto relación de confianza y responsabilidad más que de servicio. La Constitución de Cádiz de 1812 atribuía al monarca la potestad plena de provisión (y por tanto disposición) de todos los empleos públicos civiles, sólo garantizándose la inamovilidad de magistrados y jueces. Como diría Javier de Burgos (sobre las ideas de movilidad, libre nombramiento y libre revocación de los empleos de los primeros administrativistas), recogiendo el sentimiento —y los prejuicios— de la época, «no sólo es una facultad, sino una obligación de los ministros la de separar, trasladar o destituir a todos los que, por diferentes motivos, no desempeñen completamente la gloriosa misión de hacer el bien e impedir el mal». La «amovilidad» de los empleados públicos se vincula, pues, a la estricta dependencia política de su actuación. Como se ha dicho, la dinámica partidista y la política clientelar «fueron el centro de gravedad de todo reclutamiento, ya se vehiculara por medio del cacique, por actos nepotistas o por vías partidistas» (JIMÉNEZ ASENSIO).

			A pesar de su ambicioso carácter general (quizás la única laguna importante fuera la falta de tratamiento riguroso de la estabilidad funcionarial o inamovilidad, que no se conseguirá para la generalidad de los funcionarios públicos, y aún con excepciones, hasta el Estatuto de 1918) y de su contrastada calidad técnica, la falta de voluntad y la inaplicación práctica de este primer Estatuto lo condenaron al fracaso.

			La ausencia, pues, durante prácticamente todo el siglo XIX, de una regulación general y uniforme de la función pública en España (y de forma absoluta y llamativa, de una «Ley» de los empleados públicos civiles, ausencia que en vano intentaría maquillarse a través de las sucesivas leyes de presupuestos) condujo a una situación de dispersión organizativa, con meras reglamentaciones parciales y una progresiva preeminencia de los Cuerpos especiales de funcionarios con sus ordenaciones particulares, lo que daría lugar al conocido fenómeno del «corporativismo».

			1.2.2. Consolidación del modelo de «corporativismo del servicio»

			Desde finales del siglo XIX, los cuerpos jerarquizados de funcionarios se convierten en núcleo central del sistema de función pública. Este enfoque se consolida a través de la Ley de Bases de 22 de julio de 1918, conocida como Estatuto de Maura, y su posterior Reglamento de 7 de septiembre de 1918, en vigor durante más de 40 años.

			Pese a la ausencia de uniformidad orgánica, esta Ley supondría, junto al intento de clasificación general de los funcionarios civiles del Estado, la consagración de determinadas garantías y demandas funcionariales, fundamentalmente la inamovilidad del cargo —restringiendo notablemente la fórmula de las cesantías— y el ingreso competitivo (al margen de favoritismos políticos) en la función pública, aparte de la enquistada pero crucial «cuestión retributiva». Pretenden extenderse, pues, al conjunto de empleados públicos cuestiones como la inamovilidad y el acceso por la conocida vía de la oposición que ya se encontraban realmente reconocidas en la práctica totalidad de la legislación relativa a los cuerpos especiales (MARTÍN MATEO). La formación especializada (y de tinte aristocrático), el «espíritu de grupo» y la permanencia en el cuerpo inducen una progresiva «profesionalización» de los funcionarios públicos. El objetivo era, lógicamente, crear una auténtica «estructura orgánica» de los puestos de trabajo en la Administración del Estado, a fin de recuperar el «orden, el concierto y la moralidad de la Administración» (Reglamento orgánico de las carreras civiles de la Administración Pública de 1866).

			Buscaba la reforma el establecimiento de un sistema de carrera basado realmente en dotar de categorías personales a la generalidad de funcionarios generales de los ministerios civiles, fijando un régimen común de acceso y ascenso, generalizándose la aplicación del sistema de oposición para el reclutamiento y la valoración de la antigüedad para la promoción funcional (ARROYO YANES).

			El corporativismo degeneró sin embargo, sobre todo en el gris período de confusión entre Administración y política posterior a la Guerra Civil, tras el efímero paréntesis de la II República (en cuya Constitución sí se recogen garantías formales como la igualdad de acceso a la función pública, la neutralidad de los empleados públicos y un incipiente reconocimiento del sindicalismo funcionarial) en un sistema de atomización departamental elitista (sobre el cerrado binomio servicio público-cuerpo especial correspondiente) y lucha endogámica entre los cuerpos de funcionarios —a través del falseamiento y la inaplicación de las propias normas vigentes— por los privilegios funcionariales y por las competencias (SÁNCHEZ MORÓN). El cuerpo viene a constituir la columna vertebral del corporativismo de servicio, articulándose la ordenación de los servidores públicos en torno precisamente de los servicios encomendados al mismo. También la laxitud y falta de control del régimen de incompatibilidades viciaría enormemente el sistema estos años. Se ha dicho, así, que la historia política del régimen franquista es fundamentalmente la historia de su poder ejecutivo (TAMAMES), un «régimen burocrático» plagado de corruptelas (nombramientos arbitrarios, falta de publicidad de las convocatorias, falta de control interno, incremento de funcionarios interinos, los llamados «procesos de depuración», etc.) que reclutará normalmente a los miembros de la «clase política» precisamente de las capas superiores de funcionarios profesionales (ÁLVAREZ ÁLVAREZ), asegurándose así el control ideológico, político y administrativo de los empleados públicos, con una inviable fragmentación de regímenes e incomunicación de los efectivos burocráticos.

			La proliferación en la época de cuerpos especiales (algunos meramente ficticios), junto a la propia falta de control del cumplimiento de la normativa (dejadez institucional propia de nuestro país a la que se unía, quizás, la propia ambición y complejidad de la normativa vigente), indujo una mayor confusión de la estructura orgánica general, diferencias notables entre ellos en lo relativo a remuneraciones, carreras y ascensos y falta de homogeneidad en los procedimientos selectivos. Se asiste, en perjuicio de la configuración como verdadero sistema de la función pública (el «espíritu de servicio» se sustituye por el «espíritu de cuerpo»), a una intensa polarización, singularización y autarquía de los Cuerpos de funcionarios, llegando a existir en su momento hasta 199 Cuerpos civiles dentro de la Administración central. El corporativismo conllevará, así, la dispersión e independencia no sólo formal sino también funcional en relación con los empleados de cuerpos generales, desembocando en una auténtica derogación tácita y singularizada de las pretensiones de uniformización estatutaria de principios de siglo.

			1.2.3. La «apertura» y «dualización» del sistema de función pública

			La regeneración, más intelectual y académica que institucional y política, de mediados del siglo XX en nuestro país afectará singularmente a la normativa general sobre la función pública. Hasta entonces, puede decirse que el modelo de función pública en España había sido, casi ininterrumpidamente, y en la práctica, de «selección negativa»: el funcionario no se seleccionaba, se designaba. Y, paralelamente, los fenómenos de las cesantías, las depuraciones y las separaciones, una constante en la historia de la Administración española (JIMÉNEZ ASENSIO).

			Dentro del paquete de reformas legislativas en este ámbito de los años 1963 a 1965 surge el Decreto 315/1964, de 7 de febrero, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley de Bases de los Funcionarios Civiles del Estado (LFCE). La reforma funcionarial formaba parte, lógicamente, y quizás con mayor problemática, de los intentos de reforma administrativa general del régimen. Aún sin abandonar el sistema de cuerpos (y por completo el modelo burocrático cerrado), el Decreto incorpora, como manifestación nuclear de los modelos abiertos o de empleo («civil service»), un elemento clave a partir de entonces para la articulación de los sistemas organizativos públicos, el «puesto de trabajo». Por encima de los grados o categorías personales en los cuerpos de funcionarios (jerarquización personal y organización generalista), se abre paso la flexibilización funcional del trabajo público a través de la oferta y provisión singular de puestos de trabajo (se pretende establecer, primero, una clasificación general de los puestos de trabajo de cada Departamento ministerial, para aprobar después, según la misma, y en función de sus necesidades, las correspondientes plantillas orgánicas), intentándose a la vez una mayor unificación del régimen jurídico de todo el personal funcionarial del Estado (en materia de pruebas de acceso, especialización, inamovilidad, etc.). Se vincula pues, aún tímidamente, la ordenación de la función pública con la organización de los servicios responsabilidad del Estado (CRESPO MONTÉS). Más claramente, y con lógica: se pretende que los recursos humanos de la Administración se adecuen a las necesidades sociales y a las funciones públicas, y no al revés.

			La Ley pretendía también una reestructuración de las retribuciones y su homologación para todos los funcionarios de Cuerpos Generales y Especiales.

			El carácter mixto del sistema de función pública que se inaugura en esta época pervive aún, realmente, en nuestro ordenamiento jurídico. Se sistematizan, sin embargo, en el Cuadro 1 las notas características básicas tanto de los sistemas cerrados o de carrera como de los sistemas abiertos o de empleo.

			Junto a los cuerpos especiales, se refuerza la figura del funcionario generalista o interdepartamental (para los cuerpos generales o administrativos) y se reconoce por primera vez con carácter general, aún con restricciones y controles (tanto materiales como formales), pero a la vez una gran discrecionalidad, la posibilidad de contratación de personal laboral para el desarrollo de determinadas funciones públicas, personal que ya existía en la práctica y que desde entonces se someterá a la legislación laboral. A partir de entonces, y no sin oposición (fruto de una «demagogia obrerista», sostiene críticamente el profesor PARADA VÁZQUEZ) el régimen de la función pública en nuestro país se bifurca y se sientan las bases para la construcción conceptual del «empleo público».

			Tampoco esta reforma produjo los frutos deseados, ni desde el punto de vista de la racionalización y diversificación de las estructuras de personal ni, sobre todo, desde el fortalecimiento funcional de la acción administrativa, sobre todo en términos retributivos. Quizás porque la reforma administrativa había sido, sobre todo, una operación política: la fragmentación corporativa subsistió, la desarticulación efectiva de la ordenación por puestos de trabajo afectó a la propia vertebración de la función pública, se mantuvo la disparidad de los sistemas de acceso (según los cuerpos), etc. (JIMÉNEZ ASENSIO). Parece ser el destino final de todos los intentos de racionalización de la función pública contemporánea en España: su fracaso, a veces por simple inaplicación, pero las más por oposición, resistencia o manipulación políticas de las previsiones normativas correspondientes.

			CUADRO 1

			Comparativa sistemas cerrados y abiertos de empleo público
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							Criterio central: «Cuerpos de funcionarios».

						
							
							Clasificación y determinación de los «puestos de trabajo».

						
					

					
							
							Inspiración modelo militar napoleónico (régimen exorbitante).

						
							
							Importación técnicas de la organización empresarial privada (régimen común).

						
					

					
							
							Conjugación objetividad e igualdad con espíritu de servicio (profesionalidad).

						
							
							Criterio central de la eficacia.

						
					

					
							
							Promoción interna.
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							Organización jerarquizada rígida.
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							Selección y carrera profesional conjunta (escasa flexibilidad y especialización organizativas).
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							Sistemas de selección por oposición o concurso-oposición.

						
							
							Adaptabilidad coyuntural a las necesidades organizativas.

						
					

				
			

			

			1.3. LA FUNCIÓN PÚBLICA TRAS LA CONSTITUCIÓN DE 1978


			1.3.1. Presupuestos constitucionales

			La Constitución de 1978, aun sin prestar una especial atención a la cuestión del empleo público, ni decantarse abiertamente sobre el modelo organizativo público a implementar, supone, obviamente, un punto de inflexión en la evolución de dicho grupo normativo en nuestro Estado. Sustantivamente, al establecer los principios fundamentales de vertebración del mismo, aún desde la neutralidad inherente al propio marco constitucional (formal y preferentemente se opta por el modelo estatutario, pero no se excluye la posible coexistencia con el personal laboral), y formalmente, al sentar las bases del modelo de distribución territorial de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

			La función pública aparece caracterizada en nuestra Constitución desde una doble y complementaria perspectiva: como derecho fundamental universal, de acceso por cualquier ciudadano a las funciones y cargos públicos, en condiciones de igualdad y con los requisitos que señalen las leyes (art. 23.2 CE) y como elemento nuclear integrador del régimen de la Administración Pública, ordenándose su regulación estatutaria por Ley (art. 103.3 CE). Desde la primera perspectiva se reconoce al máximo nivel ordinamental el derecho subjetivo público de acceso en condiciones de igualdad a la función pública, sin que quepa, pues, ningún tipo de limitación o discriminación al margen de la concreción de los requisitos de acceso en la normativa legal de aplicación. Desde la segunda, se garantiza constitucionalmente la existencia de una regulación uniforme y especial («estatutaria») para, en principio, todos los funcionarios públicos, independientemente de la Administración de dependencia. El art. 103.3 establece, así, una garantía institucional de la función pública. Y además, se vuelve a insistir en la garantía fundamental de articulación de las vías de ingreso de acuerdo siempre con los principios de mérito y capacidad y de imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. Esta regulación estatutaria debe regular, lógicamente entre otras materias, las peculiaridades del ejercicio del derecho a sindicación de los empleados públicos y su sistema de incompatibilidades.

			En el segundo capítulo se analizarán con detalle los principios, las bases y los condicionantes constitucionales de nuestro modelo de función pública. Baste resaltar ahora, desde la perspectiva histórica manejada, la importancia de la efectiva constitucionalización, al menos formal, de dicho modelo, desde el intento de arrumbamiento definitivo (otra cosa es su aplicación práctica) de los vicios, corruptelas y disfunciones tradicionales de un país lastrado desde siempre por la visión «patrimonialista del poder» más que por las exigencias democráticas de servicio objetivo a los intereses generales, acceso y promoción en igualdad y según la capacidad y el mérito personales y organización «racional» de las estructuras burocráticas.

			FIGURA 1

			El empleo público en la Constitución
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			1.3.2. Primer intento «provisional» de ordenación constitucional del empleo público: La Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la función pública (LMRFP)

			Pese a que la Constitución lo que exigía era la aprobación de un auténtico Estatuto de los empleados públicos (art. 103.3 CE), es decir, una regulación jurídica general y especializada de acuerdo con la naturaleza de relación de sujeción especial de los mismos (e inspirada en los ineludibles principios de profesionalización y neutralidad política), lo que se aprobaría, a los pocos años de su entrada en vigor, si bien con vocación inicial de provisionalidad, sería una nueva norma más centrada en los objetivos de reforma coyuntural y adaptación a las exigencias constitucionales (fundamentalmente la distribución de competencias entre la instancia estatal y las autonómicas), desde una óptica de normación básica o principial, que de reglamentación estructural del contenido, tanto formal como material, de la relación estatutaria de empleo público. Se ha dicho así, críticamente, que se trataba de una «regulación parcial y asistemática que conducía, en muchos casos, a una solución jurídicamente incongruente», y a un modelo excesivamente deslegalizador (PALOMAR OLMEDA). La LMRPF, de hecho, mantuvo en vigor la anterior LFCE (aunque la posterior STC 37/2002, de 14 de febrero, negaría su naturaleza de «norma básica implícita»), y ha estado vigente, bien que con adaptaciones, más de veinte años.

			Bien es verdad que, desde un punto de vista subjetivo, sería una norma realmente ambiciosa: la Ley afectaba y se aplicaba al personal al servicio de todas las Administraciones públicas (aun con excepciones), e incluso se declaraba su carácter supletorio respecto al personal de aquéllas no incluido dentro de su ámbito de aplicación.

			De acuerdo con la evolución iniciada ya con la LFCE, la Ley de reforma mantiene el carácter mixto del modelo (con caracteres propios de los dos sistemas reseñados) pero con una clara deriva ya hacia las exigencias de flexibilización y racionalización organizativa propias de los sistemas abiertos centrados en los puestos de trabajo (con una evidente estrategia anticorporativista). Mantuvo el sistema de Cuerpos, como fórmula de acceso al empleo público, pero propiciando cierta movilidad entre ellos (así como la adscripción indistinta de los puestos de trabajo), en un marco de progresiva convergencia entre los diversos tipos de empleados públicos, y pergeñó el modelo, ahora vigente, de carrera administrativa, basada en el grado personal del funcionario, sobre el que se articulaban las dos garantías básicas estatutarias: el sistema retributivo y la ordenación profesional. Igualmente mantenía, y acrecentaba, el carácter dual de la relación de servicio, tanto funcionarial como laboral, hasta el punto de dejar en manos de la propia Administración, vía ordenación reglamentaria (a través precisamente de las Relaciones de Puestos de Trabajo), la propia decisión de si un determinado puesto de trabajo debería ser ocupado por un funcionario o por personal laboral, previsión declarada pronto inconstitucional por la STC 99/1987, de 11 de junio, que ratificaría —declarando la «patente conculcación de la reserva de Ley establecida en el art. 103.3 CE»— el «carácter funcionarial» y el preferente «régimen estatutario», aun no excluyente, de nuestro modelo constitucional de empleo público, desde la calificación central de la relación estatutaria funcionarial como «relación jurídica objetiva».

			La STC 99/1987, de 11 de junio, obligaba al legislador a modificar la LMRPF para adaptarla a sus pronunciamientos, para lo que se aprobó la Ley 23/1988, de 28 de julio, que fundamentalmente vino a delimitar de forma clara —intentando reducir, pues, la discrecionalidad precedente— aquellos puestos de trabajo que (en teoría, excepcionalmente) sí podrían ser ocupados por personal laboral (en la nueva redacción del art. 15), junto con algunos otros cambios en el sistema de provisión de puestos de trabajo, en la articulación de la carrera profesional y en el diseño del sistema de promoción interna, a fin de hacer frente a lo que se atisbó como una «cierta descapitalización profesional del empleo público» (SÁNCHEZ MORÓN).

			La legislación básica común se completó también en esta etapa con una serie de normas orientadas al reconocimiento de los derechos sindicales colectivos de los empleados públicos. Se aprueba, así, la Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos de representación, determinación de las condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones Públicas y la Ley 7/1990, de 19 de julio, de reconocimiento de la capacidad de negociación colectiva para la determinación (aún no exclusiva ni plena, lógicamente) de las condiciones de trabajo de los funcionarios.

			1.3.3. Último estadio: El Estatuto Básico del Empleado Público

			La Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP) ha venido a cerrar —por ahora, y dando a la vez cumplimiento efectivo al mandato constitucional del art. 103.3 CE— la oscilante, y en muchas ocasiones infructuosa, evolución del empleo público en nuestro país. Resulta llamativo así que en la propia Exposición de Motivos se recuerde la accidentada evolución histórica de este grupo normativo. Las críticas que se han vertido sobre la Ley hacen dudar, sin embargo, sobre la perdurabilidad —y por ende, sobre la estabilidad del sistema— de sus previsiones. Como se ha dicho, con carácter general, una buena parte del EBEP no es directamente aplicable; y la que sí lo es se articula sobre aspectos definitorios, clasificatorios o de principios, generales y en ocasiones ambiguos (MARTÍN REBOLLO).

			El EBEP consagra y sistematiza, con propósito de unificación sustancial, los principios generales aplicables al conjunto de las relaciones de empleo público. Su núcleo sigue siendo la relación estatutaria de servicio de los funcionarios, aunque contiene también las especialidades aplicables al personal laboral de la Administración, en principio sujeto a la normativa común laboral.

			Es una norma flexible y versátil, pero a la vez ampliamente condescendiente con la posterior normativa legal de desarrollo. Más que un «Estatuto básico» de la función pública, completo y exhaustivo (art. 103.3 CE), viene a constituir la legislación básica del régimen jurídico de los funcionarios y del resto de empleados públicos. Concede, pues, un amplio margen de maniobra a los distintos entes territoriales para configurar su propio modelo de empleo público.

			Hay, pues, una clara e inevitable incardinación dentro del actual proceso contemporáneo de reforma «sustancial» de la Administración pública, cuya columna vertebral sigue estando animada por el conjunto de personal a su servicio. Pero ya no se persigue, al menos en teoría y en primera instancia, la mera racionalización y estabilización del modelo organizativo y profesional de los empleados públicos, sino el fortalecimiento efectivo, a través de los mecanismos de gestión eficiente del personal, profesionalización y capacitación de los servidores públicos y conjugación entre flexibilidad y estímulo, de las exigencias de calidad en la organización y prestación de servicios públicos, del principio genérico de buena administración y de los imperativos de transparencia, evaluación del desempeño y eficiencia de las tareas burocráticas. En el EBEP convergen, así, aspiraciones clásicas del colectivo funcionarial con nuevas exigencias de modernización y racionalización de la actuación administrativa.

			Pero seguramente la gran nota distintiva del EBEP, desde esta perspectiva introductoria, es su amplio carácter «descentralizador», con una notable reducción de la densidad de la legislación básica y una consiguiente ampliación de las posibilidades de articulación por cada nivel territorial de su modelo organizativo y de sus propias políticas de personal, lo que ha conllevado, sin embargo, una compleja ordenación transitoria en la aplicación de sus diferentes previsiones.

			El EBEP es, ahora, la norma básica central en materia de empleo público. Por eso deroga todos los artículos considerados básicos de la anterior LMRPF, sólo parcialmente vigente para la Administración del Estado. Pero no es la única. Subsisten, en forma independiente, y como más importantes, la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones Públicas y la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales. 

			CUADRO 2

			Principios generales del sistema de empleo público en el EBEP
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			2. PRECISIONES CONCEPTUALES SOBRE EL OBJETO DE ESTUDIO

			2.1. DIMENSIÓN SUBJETIVA: LAS NOCIONES DE EMPLEADO PÚBLICO Y FUNCIONARIO PÚBLICO


			2.1.1. Distinción

			Es evidente, como punto de partida, que los funcionarios o servidores públicos son un tipo de personal al servicio de la Administración pública con un estatuto singular y específico, distinto del general de los trabajadores por cuenta ajena e incluso, aun desde la difuminación actual de ambas categorías, de los empleados laborales al servicio de la propia Administración. La singularidad y exorbitancia de la propia posición institucional de la organización administrativa se transmiten, así, a sus medios personales (PAREJO ALFONSO). De acuerdo con la fundamentación clásica de la teoría orgánica, es la propia incorporación de los funcionarios a la organización administrativa, y por ende, la participación en el ejercicio del poder público («actos de autoridad»), la que justifica tal singularidad, fruto de la conjunción entre la profesionalidad de su estatuto y la servicialidad y legalidad de su actuación.

			Esta construcción formal se encuentra hoy, sin embargo, muy matizada: por la heterogeneidad (creciente incluso en tiempos de crisis) de las actividades de la Administración, hoy no limitadas a la simple ejecución—aplicación normativas (así por ejemplo, la prestación directa de actividades económicas); por la notable incidencia en el régimen de personal de la desbocada tendencia hacia la descentralización funcional de las Administraciones territoriales, en régimen de Derecho público o de Derecho privado; por el propio crecimiento y diversificación funcional del volumen de los empleados públicos (singularmente los sujetos al régimen laboral); por las modernas tendencias hacia la externalización de funciones públicas; por la propia convergencia fáctica —y ahora jurídica— de regímenes entre funcionarios y laborales, etc.

			2.1.2. El concepto de empleado público en el EBEP

			Las notas de permanencia (la lucha histórica por la «inamovilidad»), neutralidad (como reacción a los seculares vicios de control y manipulación políticas de la burocracia) y singularidad en su régimen jurídico (garantía institucional-objetiva de su régimen público-estatutario) son sin duda, en una constante sedimentación histórica de conquistas, las notas nucleares caracterizadoras de la figura del funcionario público. Hoy, sin embargo, y sobre su explícita concepción unificadora del régimen de todos los servidores públicos, define el art. 8.1 EBEP a los empleados públicos como aquellos que «desempeñan funciones retribuidas en las Administraciones Públicas al servicio de los intereses generales». La categoría genérica, plasmada por primera vez en una norma básica, viene constituida, así, por los empleados públicos, una de cuyas especies o clases, como se estudiará en el Capítulo 3 de esta obra, son los funcionarios, por contraposición al personal laboral, que a su vez admite distintas modalidades. El EBEP tiene como objetivo establecer los principios generales aplicables al conjunto de las relaciones de empleo público, aunque algún autor haya señalado que lo que comporta es que el régimen funcionarial resulte indiferenciable del laboral común (PARADA VÁZQUEZ). El concepto genérico de partida es, pues, congruente, con su finalidad. Y lo característico ahora es, por común a todos, el desempeño o desarrollo de funciones o tareas con carácter retribuido, excluyéndose pues las prestaciones personales voluntarias (aunque no en todos los casos pueda entenderse esta expresión como ejercicio de funciones o competencias administrativas, singularmente en el supuesto del personal eventual), pero no siempre «funciones públicas» en sentido estricto (si se identifican las mismas como expresión o ejercicio del poder público a través de actos de poder o autoridad), sino, más genérica e indefinidamente (puesto que ya de por sí ello es inherente a la propia consideración constitucional de la Administración, como sujeto y como actividad), actividades «al servicio de los intereses generales».

			La definición es amplia, incluso imprecisa, pero inevitable dado el ámbito de aplicación subjetivo del EBEP. Por eso la definición genérica, sustentada casi en una única nota común, ha de completarse con la clasificación de los empleados públicos contenida en el art. 8.2 EBEP. Y aun así surgen dudas, por ejemplo en el caso de la caracterización precisa del personal directivo, como tipo de empleado público o como función genérica.

			Las características que informarían de forma común a los distintos tipos de empleados públicos serían el desempeño de funciones públicas retribuidas, la incorporación —de forma directa o indirecta— a una Administración Pública y el objetivo subyacente de servicio o materialización de un interés o fin general.

			2.1.3. La interpretación restrictiva comunitaria del concepto de funciones públicas o de autoridad

			La definición interna de empleado público, y en inmediata conexión, de las funciones públicas a desarrollar, ha de entenderse matizada y completada por la normativa y la jurisprudencia comunitarias. Existen determinados empleos públicos excluidos o excepcionados del principio general europeo de libre circulación de trabajadores. Así lo estableció originariamente el art. 57 TCEE y lo recoge ahora el art. 45.4 TFUE. Sobre la determinación de los mismos se ha pronunciado, en reiteradas ocasiones, la jurisprudencia del TJUE. Y se ha señalado que, como cualquier excepción, la reserva doméstica de determinadas funciones de autoridad ha de interpretarse de forma restrictiva (por ejemplo STJCE de 17 de diciembre de 1980, Comisión vs. Reino de Bélgica), y siempre desde los presupuestos transversales de funcionalidad y utilidad propios del Derecho comunitario y de —la aplicación efectiva de— sus libertades públicas basilares. No sirven, pues, las categorías formales: es indiferente, para el Derecho comunitario, el carácter de la relación jurídica entre el trabajador y la Administración pública. Lo que importan, desde la siempre pragmática visión europea, son las funciones o tareas concretas a desarrollar (STJCE de 2 de julio de 1996, Comisión vs. Gran Ducado de Luxemburgo, C. 473/1993). Los empleos excluidos serían sólo aquellos que, desde una óptica objetivo-material, impliquen actividades específicas de la Administración pública en ejercicio de una específica potestad pública o con responsabilidad en la salvaguarda o defensa de los intereses del Estado o de otras colectividades públicas. Quedaría así fuera de la excepción (y por tanto con plena aplicación del principio de libre circulación de trabajadores) un gran conjunto de funciones que aunque desempeñadas por el poder público no suponen ejercicio de autoridad ni salvaguarda directa del interés general. Dice ahora el art. 57.1 EBEP (recogiendo las previsiones anteriores de la Ley 17/1993, de 23 de diciembre) que los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea podrán acceder, como personal funcionario, en igualdad de condiciones que los españoles, a los empleos públicos, «con excepción de aquellos que directa o indirectamente impliquen una participación en el ejercicio del poder público o en las funciones que tienen por objeto la salvaguardia de los intereses del Estado o de las Administraciones Públicas». A tal efecto, y necesariamente dada la ambigüedad y amplitud de la fórmula legal, los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas determinarán las agrupaciones de funcionarios, sobre la base de los Grupos de clasificación profesional, a las que no puedan acceder los nacionales de otros Estados miembros. La noción objetivo-funcional de empleo público en la Unión Europea impide, pues, que los (posibles) criterios nacionales de delimitación restrinjan el principio general de libre circulación (de personas y de trabajadores).

			2.1.4. La diferente inspiración de los arts. 9.2 y 57.1 EBEP

			Tanto el art. 57.1 como el 9.2 del EBEP, éste referido a las funciones públicas reservadas de forma expresa a los funcionarios de carrera, tienen una inmediata conexión con la reseñada construcción comunitaria de los empleos públicos excepcionados del Tratado. Pero el fundamento de ambos preceptos, de literalidad casi idéntica, no es el mismo. No es equiparable la noción de empleo público a los efectos de la libre circulación de trabajadores en la Unión Europea con la configuración interna del núcleo esencial de funciones públicas reservado a los funcionarios de carrera (BOLTAINA BOSCH). Si se trasladara la restrictiva interpretación comunitaria de la noción de «función pública» o acto de autoridad al desarrollo del art. 9.2 EBEP, la puerta a la laboralización masiva del empleo público se abriría de par en par. Aunque el art. 9.2 EBEP abarque expresamente, como tareas reservadas en exclusiva a los funcionarios de carrera, la participación directa o indirecta en el ejercicio de las potestades públicas o en la salvaguarda de los intereses generales del Estado y de las Administraciones Públicas, no se trata de una (terminada) reserva material básica, sino que su concreción dependerá de las correspondientes leyes de desarrollo del EBEP, amén de la igualmente constatable amplitud e indeterminación de la formulación legal, de difícil encaje con la restrictiva interpretación funcional de las instituciones comunitarias. Como se ha dicho, el art. 9.2 EBEP debe seguir por tanto interpretándose conforme a la doctrina del TC, de reconocimiento de una preferencia legal por la articulación de un régimen estatutario de función pública, mientras que el art. 57.2 EBEP sí podrá interpretarse de acuerdo con la jurisprudencia comunitaria. Tras la STC 99/1987 hay que entender que en España subsiste un concepto amplio de empleo público, con una priorización legal por el régimen funcionarial, mientras que en la Unión Europea se ha ido acuñando progresivamente, desde el criterio central de las funciones desarrolladas, un concepto estricto del mismo (como excepción a las libertades comunitarias y como fórmula última de uniformización mínima de los sistemas internos). En España, la Constitución opta con carácter general, «por un régimen estatutario» para los servidores públicos, de manera que ambos regímenes (el funcionarial y el laboral) no son intercambiables y que, en todo caso, es la Ley la que eventualmente puede determinar «en qué casos y con qué condiciones pueden reconocerse otras posibles vías para el acceso al servicio de la Administración Pública» (STC 99/1987, de 11 de junio, FJ 3.º).

			2.2. DIMENSIÓN OBJETIVA: FUNCIÓN PÚBLICA VS. EMPLEO PÚBLICO


			De forma complementaria a la diferenciación anterior, cabría precisar la dicotomía entre el ejercicio de una función pública o el desempeño de un empleo público. Ambos conceptos se encuentran, evidentemente, muy próximos. Coloquialmente casi se podrían intercambiar. Sin embargo, la actual formulación genérica del EBEP podría permitir diferenciar entre el empleo público, es decir, las funciones —traducidas en concretas competencias— desarrolladas por cualquier personal incorporado a la Administración, con independencia de su régimen jurídico, al servicio, en desarrollo o con el objetivo de satisfacer el interés general (aún de forma mediata o muy indirecta), y la función pública, como noción más restringida, en tanto haz reservado de competencias fruto del ejercicio del poder (y de las potestades en que aquel se traduce). Cualquier actividad dentro de la Administración (jurídica, material, técnica, etc.) sería empleo público. Sólo el ejercicio de autoridad (de poder) y la materialización de potestades administrativas supondrían desarrollo de la función pública, en la restrictiva línea mantenida en este punto por la jurisprudencia comunitaria.

			2.3. DISTINCIÓN DE CONCEPTOS Y FIGURAS AFINES


			Sin embargo, no deja de ser artificial la diferenciación apuntada, y que tiene como nexo común, y de laminación de sus disfunciones, la satisfacción por parte de la Administración pública, a través de su personal, de los intereses generales. Porque realmente no siempre queda clara, utilizando construcciones generales, la naturaleza jurídica de determinados sujetos, como el apuntado personal directivo. O también, las denominadas «autoridades o altos cargos». Se trata realmente de personas encuadradas dentro de la Administración, en sus capas superiores, inmediatamente inferiores a los estratos de gobierno. Y además ocupan, realmente, cargos en órganos administrativos, pero por elección o designación política directa. No todos los altos cargos pueden reconducir su régimen a las (escuetas) previsiones del EBEP para el personal directivo. Y evidentemente, a pesar de su fórmula de acceso, no son personal eventual o de asesoramiento, sino más bien de alta dirección estratégica. Hay que entender pues que se trata de sujetos integrantes de la Administración, responsables del ejercicio retribuido de determinadas funciones públicas (directivas) e informados por el principio transversal de sometimiento a los intereses generales, pero que —a pesar de cumplir los tres requisitos reseñados antes— encuentran difícil acomodo, y por tanto plena aplicación, dentro de la —por lo demás amplísima— definición de empleo público —y sus distintas categorías subjetivas— del EBEP.

			3. MODELO ESPAÑOL DE EMPLEO PÚBLICO Y PRESUPUESTOS ESTRUCTURALES DE SU ORDENACIÓN BÁSICA

			3.1. LOS PRINCIPIOS GENERALES DE LA RELACIÓN DE EMPLEO PÚBLICO


			Puede entenderse que la propia naturaleza mixta o ecléctica de nuestro modelo de empleo público, aparte lógicamente de informar los distintos elementos o dimensiones —formales y materiales— de la relación de servicio, explica la variada fundamentación axiológica en que se apoya el EBEP. El art. 1.3 EBEP consagra, así, como fundamentos de actuación, toda una mezcla de principios generales, valores y directrices de inspiración del régimen jurídico del empleo público en nuestro país. Es evidente, no obstante, que estos variados y complementarios principios quizás pudieran reconducirse o sistematizarse en torno a las grandes notas caracterizadoras de la función pública, en el sentido garantizado constitucionalmente de relación profesional estatutaria (Cuadro 3). Nuestro modelo de empleo público es tendencialmente abierto, legalmente indefinido o plural y constitucionalmente —aun no de forma exclusiva ni excluyente— funcionarial o de carrera.

			CUADRO 3

			Caracterización del modelo español de empleo público
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			Es evidente que la opción del legislador estatal por regular de forma unitaria todo el personal al servicio de la Administración Pública, a todos los empleados públicos (aun con excepciones), ha desplazado el centro de gravedad de la normativa desde las notas de profesionalidad, permanencia y carrera administrativa, a las inevitables, por anclaje constitucional, de objetividad, imparcialidad y transparencia.

			El EBEP no es, de todas formas, una norma totalmente uniforme, ni básica en todas las dimensiones de la relación de servicio público. No es un «Estatuto», en sentido estricto (y material), de todos los empleados públicos, a pesar de los evidentes intentos normativos de equiparación. Para la relación funcionarial, el EBEP intenta establecer un marco estructural más o menos completo, pero la relación laboral se articula fundamentalmente a través de la remisión a la normativa laboral común.

			También hay una evidente asimetría respecto a los títulos competenciales en que se apoya una u otra regulación. Mientras que la ordenación de la relación funcionarial se engarza con una competencia estatal compartida (legislación básica a desarrollar tanto en virtud de la normativa sectorial como, fundamentalmente, la normativa autonómica), la competencial estatal sobre la relación laboral pública es plena.

			3.2. ÁMBITO SUBJETIVO DE APLICACIÓN DEL EBEP

			El EBEP no agota ni regula todas las relaciones de empleo público. Es verdad que parte de una cláusula subjetiva general de aplicación, sobre todo el personal funcionario, y en lo que proceda al personal laboral, al servicio de las Administraciones Públicas (art. 2.1 EBEP), pero luego contiene excepciones significativas.

			De un lado, no todos los entes del sector público, ni en el mismo grado de extensión, se encuentran dentro del radio de aplicación del EBEP. Pero esta «moderna» tendencia a la singularización conceptual normativa de la noción de Administración pública no es exclusiva (ni desgraciadamente esporádica) de este grupo normativo. Por supuesto, se encuentran dentro de su ámbito de aplicación las siguientes entidades públicas, tanto entes territoriales primarios (en su totalidad) como entes institucionales de Derecho público, en donde habría que incluir a los diversos entes de derecho público pero con régimen de derecho privado (Cuadro 4):

			CUADRO 4

			Ámbito subjetivo-institucional de aplicación del EBEP
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			Pero la visión institucional, que lleva a predicar del EBEP una vocación de aplicación general tanto desde la perspectiva territorial como funcional, ha de completarse con la dimensión puramente subjetiva de los distintos tipos de empleados públicos al servicio de las diferentes Administraciones Públicas. No todo el personal tiene pues, al matizarse su ordenación directa por el EBEP, el mismo y uniforme régimen jurídico, debiéndose conjugar sus disposiciones con el resto de normas sectoriales de aplicación (Cuadro 5).

			Con estas restricciones es evidente que el EBEP no agota ni absolutiza el régimen jurídico de las relaciones funcionariales existentes en los distintos entes públicos de nuestro país. Sobre todo porque, como ordena el art. 6.1 EBEP, en desarrollo del mismo, las Cortes Generales y las Asambleas Legislativas de las CC.AA. aprobarán, en el ámbito de sus competencias, las Leyes reguladoras de la Función Pública tanto de la Administración del Estado como de las diferentes Administraciones autonómicas. En este caso, y dada su mínima densidad normativa, la aprobación de la legislación de desarrollo no es sólo una posibilidad legal, sino una auténtica necesidad para la plena operatividad de las previsiones del EBEP. Como se ha dicho, el EBEP permite (o persigue) el establecimiento de modelos propios hechos sobre la base de los elementos materiales que suponen los principios comunes que se establecen en su seno (PALOMAR OLMEDA).

			No obstante, conviene reseñar una excepción importante a este cuadro de restricciones. Según la D. A. 1.ª EBEP sí son de aplicación a todas las entidades del sector público (estatal, autonómico o local), incluyéndose pues las personificaciones jurídico-privadas (fundaciones y empresas públicas), una serie de principios básicos en materia de personal: en concreto, los deberes, «principios éticos», «código de conducta», «principios de conducta», discriminación positiva a favor de las personas con discapacidad y, quizás como cláusula más importante, los principios rectores de acceso al empleo público y adquisición de la relación de servicio. La tendencia a la unificación del régimen del personal al servicio de los poderes públicos, sea funcionario o laboral, se completa ahora con una cierta asimilación, aún en sede de principios, del régimen del personal laboral de todo el sector público, desde el obvio —y muy importante— punto de partida —al menos para la doctrina— de la necesaria aplicación de los principios (constitucionales) de igualdad, mérito y capacidad para el reclutamiento del personal de las empresas, fundaciones y resto de entidades jurídico—privadas integrantes del sector público, a pesar de que el propio TC haya rechazado que el art. 23.2 CE sea un imperativo para el ámbito jurídico—mercantil (DOMINGO ZABALLOS). Cabe recordar simplemente que el propio Informe de la Comisión encargada de la elaboración del Estatuto Básico del Empleado Público (abril de 2005) partía de la clara convicción —luego matizada en la Ley— de la necesaria aplicación del Estatuto «a todos los empleados de todas las Administraciones, organismos y entes que componen el sector público» (apartado II.6), al menos, y en lo que se refiere a las entidades privadas de la Administración, cuando se trate del ejercicio de funciones típicamente administrativas o servicios de interés general.

			En el caso del personal laboral no existe tanta asimetría y descompensación normativas. Aunque está dentro del ámbito de aplicación del EBEP, realmente su regulación se condensa en la correspondiente legislación laboral, y las normas convencionalmente aplicables en cada caso, y sólo cuando así se disponga expresamente, se le aplicará el EBEP.

			CUADRO 5

			Tipos de empleados públicos y aplicación del EBEP
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			3.3. ENTRADA EN VIGOR DEL EBEP Y ESQUEMA TRANSITORIO


			El complejo modelo transitorio diseñado por el EBEP y la propia anomia normativa de las Comunidades Autónomas (y del Estado) en su desarrollo (sólo dos de ellas han procedido a la adaptación normativa, más o menos íntegra, del Estatuto) hace que buena parte de las medidas recogidas en la legislación básica de la función pública anterior (derogada en su mayor parte) sigan realmente vigentes, ya sea con vigencia incondicionada o con vigencia temporal condicionada.

			En principio, todo el EBEP debería desplegar su eficacia tras su entrada en vigor (D. F. 4.ª1 EBEP). Sin embargo, hay materias, muy trascendentes, con eficacia aplazada hasta la publicación de las leyes de desarrollo de la Función Pública (estatal y autonómicas), momento hasta el cual subsisten también parcialmente las normas vigentes sobre ordenación, planificación y gestión de recursos humanos (D. F. 4.ª, 2 y 3 EBEP). El problema es que, según la D. D. Única EBEP, y precisamente «en los términos de la Disposición Adicional cuarta», estos preceptos transitoriamente subsistentes estarían realmente derogados. El diseño transitorio del EBEP es, así, demasiado complejo, en relación a su trascendencia material —explicable únicamente por su naturaleza de «norma básica de mínimos»—, aunando una progresiva aplicación por fases con el complemento «operativo» de la legislación de desarrollo y una más que discutible disociación entre vigencia, legalidad y suspensión de los efectos de algunas de sus previsiones.

			FIGURA 2

			Situación normativa actual
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			3.4. FINAL: EMPLEO PÚBLICO Y CRISIS ECONÓMICA


			El modelo español actual de empleo público pergeñado en las páginas anteriores debe contextualizarse hoy en el enquistado escenario de crisis económico-financiera que nos rodea. Es evidente que los recursos humanos de las Administraciones Públicas están siendo fuertemente acometidos por los actuales movimientos telúricos de consolidación y reducción del gasto público, reequilibrio económico-presupuestario de las entidades públicas y adelgazamiento coyuntural de las estructuras administrativas.

			En el ámbito concreto del empleo público la cuestión se agrava, además, por la conjunción de dos órdenes de factores: los problemas, contradicciones y disfunciones históricas de nuestra accidentada conformación del marco normativo-institucional de la función pública, es decir, las inercias del pasado, y la propia caracterización, no exenta de críticas, del sistema jurídico actual, encabezado por una Ley de mínimos (más cercana a una posible ley marco que a una ley básica) derivada de un encogimiento drástico de lo básico y un paralelo reconocimiento a la capacidad conformadora propia de los entes autonómicos en lo relativo a sus políticas de personal, sustentada en un modelo ecléctico o intermedio de regulación, con dos binomios básicos: régimen funcionarial-laboral y enfoque abierto-cerrado. Quizás esta falta evidente de definición, unida a los problemas de rigidez, excesiva politización, falta de contención y rigor en las políticas de selección y provisión de puestos de trabajo, etc., expliquen la aparición, al hilo de la crisis económica, de una auténtica crisis institucional de la función pública.

			Los efectos, no por conocidos, dejan de ser impactantes: disminución de efectivos (interinos, laborales, eventuales, etc.) como consecuencia de las políticas de racionalización presupuestaria y reducción del gasto público; reducción al mínimo de la tasa de reposición; paralización de las ofertas de empleo público; recortes presupuestarios derivados del cumplimiento de los objetivos de déficit y endeudamiento públicos; incremento de horarios (con las lógicas dificultades en orden a la planificación del trabajo); incapacidad de gestión en el ámbito local como consecuencia de un modelo de gestión fragmentado y atomizado, pérdida de derechos adquiridos (p. e., en las aportaciones públicas a los fondos de pensiones); etc.

			La legislación estatal de urgencia se ha sucedido sin descanso, pero más en función de las circunstancias que de una racionalidad estratégica consensuada.

			CUADRO 6

			Derecho de la crisis económica aplicado a la función pública

			
				
					
					
				
				
					
							
							Normativa

						
							
							Algunas medidas

						
					

					
							
							Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 de mayo, sobre medidas extraordinarias para la reducción del déficit público.

						
							
							Afección a derechos retributivos (5 por 100).

						
					

					
							
							Real Decreto-Ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas urgentes en materia presupuestaria, tributaria y financiera para la corrección del déficit público.

						
							
							Congelación sueldos 2012.

							Aumento jornada ordinaria en 2,5 h.

						
					

					
							
							Real Decreto-Ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral.

						
							
							Despidos colectivos en el sector público.

						
					

					
							
							Real Decreto-Ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad.

						
							
							Supresión paga extraordinaria Dic. 2012.

							Reducción días de permiso particulares.

						
					

				
			

			

			Pero la racionalización estructural del empleo público no puede pasar, sólo, por políticas de ajuste, por medidas generalistas y coyunturales centradas sobre todo en la «factura de gasto», de acuerdo con una limitada lógica de «racionalidad puramente económica». La verdadera reforma de la función pública debe apoyarse en otros principios y finalidades, si quiera complementarios. Seguramente la modernización de las políticas de personal y de gestión de los recursos humanos de las Administraciones Públicas, en donde se insertaría la propia ordenación estatutaria del empleo público (en régimen funcionarial o laboral) pasa por una efectiva asimilación de las necesidades de simplificación y flexibilización de la propia organización y actuación administrativas; por un mayor control no tanto del gasto sino de la eficacia y eficiencia de las funciones públicas; por una definitiva desarticulación política de la función pública y una aplicación rigurosa de las garantías de Derecho administrativo tanto en la formación, selección y seguimiento de la relación de empleo público; por la incorporación real de las nuevas tecnologías a las estructuras y procedimientos administrativos; por la conjugación de las exigencias de la buena administración con los requerimientos de versatilidad de una sociedad cada vez más compleja; etc. Realmente los condicionantes y factores con casi ilimitados, y sus combinaciones más. Porque el empleo público no es sólo la «imagen» de la Administración, su columna vertebral, sino una «institución» central de nuestro modelo de convivencia constitucional. De ahí los problemas históricos en su consolidación. Y hoy, las dificultades políticas y jurídicas en el desarrollo y redefinición del modelo de empleo público para la sociedad española del siglo XXI, sobre todo en tiempos de crisis.
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			ACTIVIDADES COMPLEMENTARIAS

			A) LECTURA COMPRENSIVA


			«¿Qué extranjero será tan afortunado que no tenga algo que dirimir en nuestra oficinas, ministerios o centros políticos? El doctor Dekker se dirige a un Ministerio: los empleados de los Ministerios —ya es tradicional, leed a Larra— no saben nunca nada de nada. Si supieran alguna cosa, ¿estarían empleados en un Ministerio? El doctor Dekker camina por pasillos largos, da vueltas, cruza patios, abre y cierra puertas, hace preguntas a los porteros, se quita el sombreo ante oficiales primeros, segundos, terceros, cuartos y quintos que se quedan mirándole, estupefactos, mientras dejan El Imparcial o El Liberal sobre la mesa. En una parte le dicen que allí no es donde ha de enterarse; en otra, que desconocen el asunto; en una tercera, que acaso lo sabrán en el negociado tal; en una cuarta, que “hoy precisamente, así al pronto, no pueden decir nada”. Todas estas idas y venidas, saludos, preguntas, asombros, exclamaciones, dilaciones, subterfugios, cabildeos, evasivas son como una senda escondida que conduce al doctor Dekker al descubrimiento de la suprema verdad de la síntesis nacional, esto es, de que hay que volver mañana. Y entonces el ilustre doctor grita con más entusiasmo que nunca: “!The best in the world!”; y luego echa mano de su cuaderno y apunta: Dos horas». (JOSÉ MARTÍNEZ RUIZ, Azorín (1873-1967), The time they lose in Spain.)

			— Analiza la pervivencia o no de algunas de las cuestiones apuntadas en el texto en nuestro sistema actual de función pública.

			— Sobre la base de los ineludibles principios constitucionales, reflexiona sobre posibles fórmulas de «innovación» y adaptabilidad de nuestro modelo de empleo público (empleo público y Administración electrónica, profesionalización, responsabilidad real del funcionario, rendimiento por objetivos y resultados, adaptación retributivas, procedimientos especializados de selección, etc.).

			— Comenta el último estadio en nuestro país de la reforma laboral y los requisitos exigidos en ella para llevar a cabo expedientes de regulación de empleo en el sector público.

			B) SUPUESTO PRÁCTICO


			Por Resolución de Alcaldía de 5 de abril de 2013, un determinado Ayuntamiento convoca proceso selectivo para la cobertura de dos plazas de funcionarios interinos en el mismo: una para cubrir una baja maternal y otra las vacaciones de uno de los funcionarios de carrera. En la memoria justificativa presentada por el responsable del Departamento correspondiente se señala, sin embargo, que con el personal disponible sí podría haberse cubierto una de las dos plazas. Las funciones atribuidas a los puestos de trabajo son, en el primer caso, de gestión ordinaria administrativa, y en el segundo, jefatura del servicio de inspección urbanística del Ayuntamiento. Un sindicato pretende recurrir la Resolución por contravención del órgano de selección propuesto con las directrices del EBEP.

			— ¿Sería viable la incorporación de personal interino en ambos casos, a la luz de los requisitos establecidos, para el año 2013, por la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado? ¿Y de personal laboral temporal? ¿Podría ser contraria a la potestad genérica de autoorganización administrativa la necesidad de previa autorización estatal para tales incorporaciones?

			— ¿Podría encargarse uno de los funcionarios interinos nombrados de la instrucción de un expediente disciplinario?

			— Según la Resolución, en el órgano de selección de los aspirantes se incluye al primer teniente de Alcalde, en delegación del Alcalde, por entender que los requisitos de constitución de dichos órganos establecidos con carácter básico por el art. 60 EBEP no tienen eficacia jurídica al tratarse de una Comunidad Autónoma que no ha elaborado aún la normativa de desarrollo del mismo. ¿Es esto correcto?

			C) TEST DE AUTOEVALUACIÓN


			1. Las primeras normas generales sobre función pública en España responden…

			a) Al modelo cerrado o de carrera propio del sistema anglosajón.

			b) Al modelo abierto o de empleo.

			c) Al modelo típico tradicional español.

			d) Al modelo de carrera característico del sistema francés.

			2. ¿Qué son las cesantías?

			a) Los permisos tradicionales de los funcionarios públicos.

			b) La libre separación del servicio público por cambios políticos.

			c) La suspensión de funciones de los funcionarios públicos.

			d) La ruptura unilateral del vínculo estatutario por infracciones graves disciplinarias.

			3. Los sistemas abiertos o de empleo se caracterizan por que …

			a) Se basan en la organización jerarquizada de sus elementos.

			b) Se basan en la flexibilidad organizativa y la provisión singularizada de puestos de trabajo.

			c) Se basan en el principio de inamovilidad de los funcionarios públicos.

			d) Se basan en el criterio central del «cuerpo» para la ordenación burocrática.

			4. La LMRFP se aplicó…

			a) Al personal al servicio de la Administración General del Estado.

			b) Al personal al servicio de todas las Administraciones Públicas, e incluso supletoriamente a aquellas no incluidas en su ámbito de aplicación.

			c) Al personal al servicio de todas las Administraciones territoriales.

			d) Sólo al personal funcionario de las Administraciones Públicas.

			5. La STC 99/1987, de 11 de junio…

			a) Declaró inconstitucional la capacidad reglamentaria de clasificación de los puestos de trabajo.

			b) Declaró inconstitucional el modelo funcionarial previsto en la Constitución.

			c) Declaró contrario a la Constitución nuestro modelo mixto de empleo público, puesto que la Constitución no se refiere al personal laboral.

			d) Declaró inconstitucional la reserva legal derivada de la garantía constitucional estatutaria.

			6. El EBEP contiene…

			a) El régimen estatutario de los funcionarios públicos y la regulación completa del régimen del personal laboral al servicio de la Administración Pública.

			b) Sólo el régimen estatutario de los funcionarios públicos.

			c) El régimen estatutario de los funcionarios públicos y las especialidades de la relación pública laboral.

			d) El régimen general de los funcionarios públicos, sin perjuicio de la normativa específica de cada Comunidad Autónoma.

			7. La noción de «función pública» del art. 9.2 EBEP…

			a) Equivale a la concepción funcional comunitaria de «empleos públicos».

			b) No puede asumir la estricta jurisprudencia comunitaria sobre la libertad de acceso al empleo público.

			c) Implica una reserva material básica y exhaustiva a favor del Estado.

			d) Permite el desempeño de tales funciones tanto por personal funcionarial como laboral.

			8. Al personal de los Organismos Reguladores le será de aplicación el EBEP…

			a) En los aspectos básicos de su régimen jurídico.

			b) En todo lo no incompatible con su naturaleza y funciones.

			c) En la forma prevista en sus leyes de creación.

			d) Siempre y en todo caso.

			9. Los principios rectores de acceso al empleo público…

			a) Serán de aplicación general a todas las Administraciones públicas salvo las entidades con personificación jurídico-privada.

			b) Sólo son exigibles en los procesos selectivos de los entes incluidos en el ámbito de aplicación del EBEP.

			c) Serán aplicables al reclutamiento de personal por empresas públicas.

			d) Serán aplicables a la contratación de personal funcionario por empresas y fundaciones públicas.

			10. El sistema de evaluación del desempeño diseñado por el EBEP…

			a) No se encuentra en vigor hasta la aprobación de la legislación (estatal y autonómica) de desarrollo.

			b) Sólo producirá efectos a partir de la entrada en vigor de la legislación de desarrollo.

			c) Se encuentra vigente y plenamente aplicable en la Administración General del Estado.

			d) Se encuentra suspendido temporalmente.
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